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reponer las actuaciones procesales al momento en el que
se le recibió declaración por el Juez en la fase instructora.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

. Dada en Madrid. a veintinueve de septiembre de
mil novecientos noventa y siete.-José Gabaldón
López.-Fernando García-Mon y González-Regueral.
Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González
Campos.-Carles Vlver PI-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

22963 Sala Segunda. Sentencia 150/1997 de 29
de septiembre de 1997. Recurso de 'amparo
3.30211994. Contra Auto de la Sala Segunda
del Tribunal Supremo inadmitiendo recurso de
revisión interpuesto contra Sentencia de la
misma Sala que confirmó en casación la dic­
tada por la Audiencia Provincial de Valencia
por la que se condenó a la recurrente como
autora de un delito de intrusismo tipificado
en el at!. 32 1. 1 del antiguo Código Penal. Vul­
neraclon del derecho a la tutela judicial efec­
tiva en relación con el principio de legalidad
penal: interpretación desproporcionada de
precepto sancionador.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don José Gabaldón López Presidente' don
Fernando ~arcía-Mon y González-Regúeral, don Rafael
de Mendlzabal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver P¡"Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En ~I recur~o de amparo núm. 3.302/94. promovido
por dona Mana Elena Laguna Asensi. representada por
el Procurador de los Tnbunales don Juan Luis Pérez­
Mulet Suárez y asistida por el Letrado don José Vicente
Martínez Javaloy. contra el Auto de la Sala Segunda
del Tnbunal Supremo. de 12 de julio de 1994. por el
que se inadmitió el recurso de revisión interpuesto contra
la Sentencia de la misma Sala. de 10 de julio de 1990
que confirmó en casación la dictada por la Audienci~
Provincial de ~alencia el 4 de marzo de 1988. por la
que se condeno a la recurrente como autora de un delito
de intrusismo tipificado en el arto 321.1 del antiguo Códi­
go Penal (en adelante C.P.). Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en el Juzgado de Guardia.
el 13 de octubre de 1994. se interpuso demanda de
amparo presentada por el Procurador de los Tribunales
don Juan Luis Pérez-Mulet Suárez. en nombre de doña
María Elena Laguna Asensi. contra la resolución ante­
riormente mencionada. Se alega vulneración de los dere­
chos de los arts. 14 y 24.1 C.E.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos. los siguientes:

aj La Audiencia Provincial de Valencia dictó Sen­
tencia. el 4 de marzo de 1988. condenando a la recurren­
te como autora de un delito de intrusismo tipificado en
el arto 321.1C.P.. a la pena de seis meses y un día
de prisión menor. Sentencia que fue confirmada en casa­
ción por la Sala Segunda del Tribunal Supremo.

b) Con motivo de dictarse por este Tribunal las SSTC
111/1993. 215/1993 Y 223/1993. la recurrente se
dirigió al excelentísimo señor Ministro de Justicia mani­
festando su intención de interponer recurso de revisión
informándosele por el Jefe de Recursos de la Secretaríá
General Técnica del Ministerio que la Junta de Fiscales
de la Sección de la Fiscalía del Tribunal Supremo había
acordado no promover la revisión solicitada al no encon­
trar fundamento en ninguna de las causas previstas en
el arto 954 L.E.Crim.• recomendando la tramitación de
un expedienté de indulto.

c) La recurrente presentó. no obstante. recurso de
revisión. que fue inadmitido a trámite por Auto del Tri­
bunal Supremo. de 12 de julio de 1994. en el que se
indica que la revisión no es el cauce ade<;uado para
las pretensiones de la actora ya que. de acuerdo con
el arto 40.1 LOTC. la revisión de Sentencias con fuerza
de cosa juzgada sólo es posible cuando el Tribunal Cons­
titucional dicta Sentencias declaratorias de inconstitu­
cionalidad de leyes. lo que no es el caso ya que en
las Sentencias invocadas el Tribunal no declara la nulidad
del precepto penal. que sigue. por tanto. vivo. tratándose.
además de Sentencias recaídas en procesos de amparo
en las que. según el arto 54 LOTC. el Tribunal Cons­
titucional limita su función a concretar si se han violado
derechos o libertades. Se sugiere a la recurrente la vía
del mdulto. sin perjuicio de que el antecedente penal
pudiera no tener virtualidad alguna a los efectos de la
reincidencia.

3. Para la recurrente en amparo. el Auto del Tribunal
Supremo vulnera su derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.) al inadmitir el recurso mediante una inter­
pretación restrictiva del arto 40.1 LOTC. Aunque este
prepepto alude a las Sentencias que han declarado la
nuhdad de una norma. el mismo alcance deberían tener
aquellas resoluciones que no declaran la nulidad del pre­
cepto pero sí la de una o algunas de sus posibles inter­
pretaciones. Al haber declarado este Tribunal que es
mconstltuclOnal una mterpretación extensiva in malam
partem d~l concepto de título del arto 321.1 C.P.• las
condenas Impuestas en procesos en los' que se ha segui­
do esa interpretación no pueden ser firmes. siendo el
recurso de revisión el único cauce para anularlas. Se
afirma. asimismo. en la demanda que el mencionado
Au~o es contrario al arto 14 C.E. ya que. una causa pos­
tenor segUida. por los mismos hechos. contra la propia
recurrente ante el Juzgado de Instrucción núm. 13 de
Valencia fue archivada.

4. Mediante providéncia. de 27 de febrero de 1995
la Sección Tercera de este Tribunal acordó admitir á
trámite la demanda de amparo y. de acuerdo con lo
dispuesto en el arto 51 LOTC. dirigir atenta comunicación
a la Sala Segunda del Tribunal Supremo a fin de que
en el plazo de diez días remitiera certificación 6 fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes al recurso •
de revisión núm. 80/94 en el que recayó el Auto impug­
nado y las correspondientes al recurso de casación núm.
2.371/88. en el que recayó Sentencia el 4 de marzo
'de, .1988. debiendo previamente emplazar a quienes
hubieran Sido parte en el procedímíento para que en
el plazo de diez días. pudieran comparecer en el recúrso
de amparo.

5. El27 de abril de 1995 se registró en este Tribunal
el escnto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo al
que se acompañaban los testimonios solicitados. seña--
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lándose, asimismo, que no había sido necesario practicar
emplazamiento alguno por no haber sido parte en el
recurso de casación sino la ahora recurrente en amparo
y el Ministerio Fiscal.

6. Mediante providencia, de 8 de mayo de 1995,
la Sección Cuarta acordó dar vista de las actuaciones
a la recurrente y al Ministerio Fiscal para que en el plazo
común de veinte días presentaran las alegaciones que
estimasen pertinentes.

7. La recurrente en amparo. en escrito registrado
el 2 de junio siguiente. ratificó las alegaciones recogidas
en la demanda de amparo así como las contenidas en
el escrito de interposición del recurso de revisión. Se
afirma que el hecho de que la Sección Tercera de la
Audiencia Provincial de Valencia haya remitido la con­
dena condicional en su día concedida, transcurrido el
término de la misma y cumplidos los trámites precep­
tivos, no altera la causa de pedir sino que la confirma,
en la medida en que no se han cumplido ninguna de
las previsiones que, como posible salida, apuntó el propio
Tribunal Supremo. Se insiste, igualmente, en que la pre­
tensión deducida encuentra cobijo en los arts. 24.1
y 25.1 C.E. ya que la recurrente fue condenada por unos
hechos que no eran delito en el momento de su comisión
y esta situación no fue reparada por el Tribunal Supremo
a través de la vía del recurso de revisión, que era la
adecuada.

8. El Ministerio Público presentó su escrito de .ale­
gaciones el 5 de junio. Tras analizar el contenido del
Auto del Tribunal Supremo objeto de la presente deman­
da de amparo llega a la conclusión de que en el mismo
hay una disociación entre forma y fondo que puede afec­
tar al alcance del amparo. Formalmente, el Auto inadmite
el recurso de revisión por no considerar como «hecho
nuevo» a los efectos del arto 954.4 L.E.Crim. la despe­
nalización realizada por una Sentencia del Tribunal Cons­
titucional de una situación jurídica idéntica a la revisable;
esta decisión sería de naturaleza enervante, formalista
y claramente desproporcionada y, por ello, lesiva del
derecho a la tutela judicial efectiva. El alcance del amparo
sería, entonces, la anulación del Auto recurrido y el man­
dato al órgano judicial de que proceda a la admisión
del recurso de revisión y a la resolución de su tesis de
fondo.

Pero las alegaciones del Ministerio Fiscal río terminan
aquí sino que sostiene que cuando se examinan los argu­
mentos del Auto, se Pllede comprobar que contienen
un completo razonamiento no sobre la falta de con­
currencia de un «hecho nuevo», sino sobre si el «hecho
nuevo» alegado -la Sentencia del Tribunal Constitucio­
nal precedente- posee la virtualidad de operar como
tal a los efectos de la revisión demandada, extremo éste
negado por la Sala. Desde esta perspectiva el amparo
ha de prosperar pues el propósito de la Sentencia del
Tribunal Constitucional en la que se apoya la deman­
dante es, nítidamente, proscribir como conducta típica
una acción idéntica a aquella por la que fue condenada
la actora. Por ello, tal Sentencia merece encuadrarse
en la noción procesal de hechos nuevos y procede, por
tanto, la concesión de la revisión. Mantener el criterio
contrario supondría -se afirma- perpetuar una fictio iuris
de raigambre procesal. ignorar por razones de tempus
procesal la destrucción de una conducta típica y la super­
vivencia de una conducta despenalizada. Solicita por ello
el Fiscal el reconocimiento de que se ha vulnerado el
derecho a la tutela judicial de la recurrente, con la anu­
lación del Auto recurrido y la obligación de la Sala Segun­
da de dictar una Sentencia que respete esta doctrina.
El que pudiera haber otros expedientes jurídicos como

el indulto para evitar situaciones indeseadas, no puede
obviar -concluye el Fiscal- el razonamiento expuesto.

9. La Sección habiendo observado la falta de empla­
zamiento del Colegio Oficial de Agentes de la Propiedad
Inmobiliaria de Valencia acordó, mediante providencia
de 10 de febrero de 1997. librar atenta comunicación
a la Sala Segunda del Tribunal Supremo para que pro­
cediera al mismo, de modo que pudiera comparecer en
el presente recurso de amparo. Habiéndose señalado
por el Tribunal Supremo que carecía ya de los ante­
cedentes necesarios, se libró exhorto al Juzgado de Ins­
trucción núm. 5 de Valencia, que finalmente realizó el
emplazamiento. El plazo de diez días concedido trans­
currió sin que el mencionado Colegio Oficial se per­
sonara.

10. Por providencia de 25 de septiembre de 1997,
se señaló para deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 29 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo lo cons­
tituye el Auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo.
de 12 de julio de 1994, que declaró no haber lugar
a la admisión a trámite del recurso de revisión interpuesto
contra las Sentencias por las que se condenó a la ahora
demandante de amparo como autora de un delito del
arto 321.1 C.P. Como ha quedado expuesto en los Ante­
cedentes, la solicitud de revisión. y subsidiaria de nulidad,
se justificó en la doctrina de este Tribunal contenida,
entre otras, en la STC 111/1993. que otorgó el amparo
en un supuesto similar por entender que la condena
impuesta se había basado en una extensión in malam
partem del tipo penal contraria al derecho a la legalidad
penal que garantiza el arto 25.1 C.E.

Para la actora, el Auto vulnera el arto 24.1 C.E. al
impedir el acceso a la revisión meDiante una interpre­
tación errónea de los arts. 40.1 LoTc y 954.4 L.E.Crim.;
se invoca, asimismo, el derecho a la igualdad en la apli­
cación de la ley (art. 14 C.E.) y, de modo implícito en
el escrito de interposición y explícito en el de alegaciones,
el art. 25.1 C.E. El Ministerio Fiscal coincide en apre­
ciar la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.) que imputa al Tribunal Supremo por la
interpretación, enervante y formalista. del concepto «he­
cho nuevo» del arto 954.4 L.E.Crim. con la que se ignora.
por razones de tempus procesal, la destrucción de una
conducta típica.

2. Debemos descartar, en primer lugar, la alegada
vulneración del derecho a la igualdad en la aplicación
de la ley (art. 14 C.E.). La recurrente parece argumentar,
en términos un tanto confusos, que la lesión de su dere­
cho se habría producido porque unas acciones sustan­
cialmente idénticas a otras llevadas a cabo por ella mis­
ma han conducido, en un caso, a una condena penal
firme y, en otro, al archivo de las diligencias.

Este alegato no puede prosperar en modo alguno
ya que el término de comparación aducido resulta invia­
ble al menos por tres motivos: primero, porque la reso­
lución aquí recurrida no confirma ni rechaza ningún tipo
de condena, sino que, sin entrar en el fondo de la cues­
tión, se limita a inadmitir un recurso de revisión; en segun­
do lugar, porque son distintos los órganos judiciales que
adoptaron las decisiones que se pretenden comparar
(el Tribunal Supremo, en un caso, y un Juzgado de Ins­
trucción, en el otro); finalmente, porque la recurrente
dice que ha sufrido un trato desigual no en relación
con otra persona sino respecto de sí misma en un asunto
similar, esta pretensión incumple el requisito de alteridad
exigible a todo alegato relativo a la vulneración del dere­
cho a la igualdad de trato.
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El objeto del presente proceso constitucional de
amparo queda reducido, pues, al examen de la alegada
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del
arto 24.1 C.E., en relación, muy relevante como veremos,
con el principio de legalidad penal proclamado en el
arto 25.1 C.E.

3. En el Auto aquí enjuiciado el Tribunal Supremo
declara no haber lugar a la admisión a trámite del recurso
de revisión con el argumento de que la doctrina contenida
en la STC 111/1993 carece de efectos retroactivos, ya
que el arto 40.1 LOTC sólo los atribuye a las Sentencias
declaratorias de la inconstitucionalidad de leyes, dispo­
siciones o actos con fuerza de ley, recaídas en proce­
dimientos de inconstitucionalidad. Siendo así que la refe­
rida STC 111/1993 fue dictada en un recurso de amparo
y que en su failo se dejó «vivon el arto 321.1 C.P., aunque
ciertamente se excluyó pro futuro una determinada inter­
pretación del mismo, la única vía a través de la que la
recurrente podría hacer valer sus derechos es, a juicio
de la Sala, la de la solicitud del indulto total.

Lleva razón el Auto recurrido cuando advierte que
los efectos previstos en el arto 40.1 LOTC se refieren
exclusivamente a las Sentencias recaídas en recursos
y cuestiones de inconstitucionalidad que declaran la
inconstitucionalidad de leyes, disposiciones o actos con
fuerza de ley. El Tribunal Constitucional. que vela por
la pureza de los distintos procesos constitucionales, así
debe proclamarlo de nuevo en esta ocasión, ratificando
esta afirmación del Tribunal Supremo.

Sin embargo, de esta premisa correcta no se sigue
necesariamente la conclusión a la que llega el Auto de
12 de julio de 1994. En efecto, que el arto 40.1 LOTC
no sea aplicable al caso aquí enjuiciado no significa que
en nuestro ordenamiento no existan otros cauces que
permitan la revisión de las condenas penales estable­
cidas medianta Sentancias fin'l'le5 y, más concretamente,
por lo que aquí interesa, no supone necesariamente qwe
no constituya <<hecho nueYOt> a los efectos del arto 954.4
L.E.Crim. la declaración efectuada en la ralio ti/ecidendi
de una Sentencia de amparo y oogún la cual vulnefa
el arto 25.1 C.E. una determinada interpretación da ün
precepto sancionador en la medida en que sYj!lone incluir
una acción u omisión ql.le constitucionalmente no puede
quedar comprendida en el tipo legal y \'fUG, en conse­
cuencia, no constitldye delito, falta o infracción aémi­
nistrativa según la l6l1lislación vigente en aquel momento.

En rigor, la ruestión aquí~ead8 !lO radica en __r­
minar el alcance del arto 40.1 LOTe -aquí inaplicable-,
sino en precisar si la interpretación y aplieación efec­
tuada en este caso del ar1. 954.4 L.E.Crim. y, en concreto,
del motivo de revisión relativo a la aparición de «hechos
nuevos (...) q4Je evidencien la inocencia del condenado»,
vulnera o no el derecho a la tutela judicial efectiva pro­
clamado en el arto 24.1 C.E. al impedir el acceso a la
revisión mediante una interpretación que «por su rigo­
rismo, por su formalismo excesivo o por cualquier otra
razón revelen una clara desproporción entre los fines
que aquellas causas preservan y los intereses que sacri­
fican» (STC 88/1997, fundamento jurídico 2.°).

En efecto, al determinar el test o criterio que, desde
la perspectiva constitucional debe guiar nuestro enjui­
ciamiento, deben tenerse muy presentes las circunstan­
cias que concurren en el presente caso. Así. debe adver­
tirse, en primer lugar, que, a pesar de que la Ley de
Enjuiciamiento Criminal califique como «recurso» a la
revisión, en puridad no estamos ante una reivindicación
relativa al acceso a los sucesivos recursos -en la que
el control que puede efectuar este Tribunal es puramente
el de la existencia de motivación y que ésta no sea arbi­
traria (STC 137/1995)-, sino que se trata más bien
de una vía de impugnación autónoma que los efectos
del problema de constitucionalidad que nos corresponde

enjuiciar, se aproxima más a la del acceso a la jurisdicción
que a la del acceso a los recursos; en segundo lugar,
debe tenerse en cuenta que estamos en el ámbito penal;
y, por último, que en este caso la inadmisión del recurso
no solo afecta al derecho a la tutela judicial efectiva
sino que también resulta implicado otro derecho fun­
damental como es el derecho a la legalidad penal del
arto 25.1 C.E. La afectación del principio de legalidad
penal en relación con el derecho a la tutela judicial efec­
tiva es, como comprobaremos de inmediato, un dato
fundamental a tener en cuenta al resolver el presente
recurso de amparo.

En suma, el enjuiciamiento constitucional del presen­
te caso no debe limitarse a controlar la existencia de
motivación en la decisión de inadmisión y la razona­
bilidad de la misma, sino que aquí opera el principio
pro actione <<entendido -como acabamos de citar­
como la interdicción de aquellas decisiones de inadmi­
sión que por su rigorismo, por su formalismo excesivo
o por cualquier otra razón revelen una clara despropor­
ción entre los fines que aquellas causas preservan y los
intereses que sacrifican» (STC 88/1997, fundamento
jurídico 2.°).

4. Para determinar si en el supuesto aquí examinado
resulta constitucionalmente lícita la conclusión de que
la STC 111/1993 no puede ser tenida en este caso
como «hecho nuevo que evidencie la inocencia del con­
denado» a los efectos del arto 954.4 L.E.Crim.. y precisar,
en la estricta medida en que aquí sea necesario para
resolver el presente amparo, los efectos atribuibles a
esta resolución, lo primero que debemos dilucidar es
el contenido y alcance de las declaraciones que en ella
se llevan a cabo.

A este prGpósito cabe observar de entrada que, aun­
que el fallo de dicha resolución ciña sus efectos -como
ne PQdía ser de otro modQ- al caso objeto de enjui­
ciamientG, nuestra Sentencia no se limite, IJOI" utilizar las
palabras del ert. 164.1 C.E., a «la estimación subjetiva
(t<lel) deme/lO» del allí recurreAte, sino Que contiene una
declaración, el9tada de plenos efectos frente a todos -se­
gún el citado precepto constitucional-o a tenor de la cual
una determinada interpretación del art. 321.1 C.P. resulta
contraria a la Cons1itución y su aplicación produce una
vlol'lneración del derecho a la legalidad penal.

En efecto, no puede compartirse la afimlación vertKla
en el Auto recurrielo según la cual en la STC 111/1993
lo que hace este Tribunal «es, únicamoote, interpretar
el art. 321.1 del Ciléigo Penal». lJaate la simple lectura
de dieha Sen_cia par. constata<"~ en elle no hay
una mera interpretación, obiter dicl>um, ael mencionado
preceptll (interprlltaciÓfl que, por otra parte, no corres­
pondería a este Tribunal), y ni siquiera estamos ante
un supuesto de simple interpretación conforme con la
Constitución. Es cierto que en ella se señala cómo debe
ser interpretado el arto 321.1 C.P. para que resulte com­
patible con la Norma fundamental. pero al mismo tiempo
en dicha Sentencia se contiene la declaración de incons­
titucionalidad de la interpretación que del mismo venían
haciendo diversos Tribunales y, más en concreto, el pro­
pio Tribunal Supremo y, en última instancia, de la norma
extraída del enunciado legal con la que éste venía resol­
viendo los supuestos de intrusismo en el ejercicio de
actividades propias de los Agentes de la Propiedad
Inmobiliaria.

La lectura de los fundamentos jurídicos 7.° y 8.° de
nuestra Sentencia. evidencia que en ella se declara
inconstitucional. por contrario al arto 25.1 C.E., el enten­
dimiento que ciertos órganos judiciales venían haciendo
de la expresión «título oficia!» contenida en el precepto
penal examinado, afirmándose que tal expresión no pue­
de ser entendida sino como «título académico oficia!».
Lo contrario -se afirma en el fundamento jurídico 7.°_
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no supone sólo la subsunción de los hechos en una
determinada interpretación...sino que constituye un ver­
dadero supuesto de extensión in roa/aro partero del
alcance del tipo en cuestión a supuestos que no pueden
ser considerados en él... Esto equivale a decir que la
referida interpretación vulnera el derecho a la legalidad
penal de quienes fueren condenados con base en esa
interpretación del arto 321.1 C.P.

Es indudable. por otra parte, que dicha declaración
de inconstitucionalidad fue la ratio decidendi que con­
dujo al Tribunal Constitucional a conceder el amparo
entonces solicitado; .das Sentencias impugnadas -se
afirma en el fundamento jurídico 10 de la STC
11111993- han llevado a cabo una interpretación
extensiva in roa/aro partero del término "título' contenido
en dicho precepto -el arto 321.1 C.P.- que no es con­
forme a los principios y valores constitucionales» y. por
ello...entra de lleno en el contenido constitucional del
principio de legalidad pena!». Hay, por tanto, en la men­
cionada Sentencia. no sólo el reconocimiento de un dere­
cho y la consiguiente declaración de nulidad del acto
lesivo (aunque únicamente estos extremos son llevados
al fallo). sino también un pronunciamiento sobre la
inconstitucionalidad de la concreta aplicación que del
arto 321.1 C.P. venía haciendo el Tribunal Supremo en
estos supuestos. aunque el Tribunal Constitucional. al
haber declarado que se trataba' de una interpretación
in roa/aro partem estimó que no era necesario recurrir
a la vía prevista en el arto 55.2 LOTC para expulsar del
ordenamiento el precepto en cuestión o la norma dedu­
cida de su tenor literal. a pesar de ser un precepto penal
y de operar aquí con mayor rigor el principio de seguridad
jurídica.

En cualquier caso de lo que no cabe duda es de
que la STC 111/1993 establece con toda claridad que
quienes ejerzan actos propios de profesiones que no
requerían título académico oficial y fueron sancionados
con las penas previstas en el arto 321.1 C.P., fueron
condenados por una acción que en el momento de pro­
ducirse no constituía delito alguno según la legislación
vigente en aquel momento. Desde esta perspectiva debe
analizarse la alegada vulneración del arto 24.1 C.E.

5. Sentado cuanto antecede. estamos en condicio­
nes de dar respuesta a la pregunta de si la interpretación
dada por el Auto. de 12 de julio de 1994, al motivo
cuarto de revisión previsto en el arto 954l.E.Crim. vulnera
o no el derecho a la tutela judicial efectiva de la
recurrente.

Como ha dicho este Tribunal en la STC 124/1984.
..el recurso de revisión, encaminado a la anulación de
una Sentencia firme y que significa en consecuencia
una derogación al principio preclusivo de la cosa juzgada.
exigencia de la seguridad jurídica. es por su propia natu­
raleza un recurso extraordinario. históricamente asocia­
do al derecho de gracia y sometido a condiciones de
interpretación estrictas. Sin negar que. como tal recurso
extraordinario obedezca a las preocupaciones propias
del arto 24 C.E.. su existencia se presenta esencialmente
como un imperativo de la justicia, configurada por el
arto 1.1 C.E.. junto a la libertad. la igualdad y el pluralismo
político. como uno de los 'valores superiores' que pro­
pugna el Estado social y democrático de Derecho en
el que España. en su virtud. se constituye. Es una exi­
gencia de la justicia. tal y como la entiende el legislador
constituyente. estrechamente vinculada a la dignidad
humana y a la presunción de inocencia. por cuanto el
factor por el que resultó neutralizada está en la Sentencia
cuya revisión se pide. resulta a su vez anulado por datos
posteriores que la restablecen en su incolumidad. Bien
cabe afirmar que, dados los supuestos que para su inter­
posición se exigen. tal recurso, independientemente de
los ya existentes en el procedimiento en aras del des-

cubrimiento de la verdad penal y de la consecución del
fallo más adecuado. (es) un postulado inexcusable de
la justicia. por cuanto la circunstancia que permite acudir
a él implica un hecho o medio de prueba que venga
con posterioridad a evidenciar la equivocación del fallo.
y el fin del proceso penal. como medio para la fijación
de la verdad de los hechos y de su consiguiente tra­
tamiento legal. no puede conducir a que el efecto pre­
clusivo de la Sentencia condenatoria pueda prevalecer...

Cuanto en esta larga citlÍ se dice respecto de la jus­
ticia. la dignidad humana y la presunción de inocencia.
puede sin duda predicarse del derecho a la legalidad
penal. que en este caso no es más que su plasmación
más fuerte. la constatación de que una condena ha sido
dictada respecto de acciones u omisiones que en el
momento de producirse no constituían delito. falta o
infracción administrativa, según la legislación vigente en
aquel momento, ..evidencia la equivocación del fallo..
y debe permitir la revisión de la sanción así impuesta
sin que pueda prevalecer ..el efecto preclusivo de la Sen­
tencia condenatoria...

En realidad. así debe entenderse reconocido por nues­
tro ordenamiento jurídico. La retroactividad establecida
en el arto 40.1, in fine, de la LOTC supone una excepción
in bonuro a lo prevenido, en términos aparentemente
absolutos, por el arto 161.1 a) C.E. (..la Sentencia o Sen­
tencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada»).
Sin embargo, semejante excepción tiene su fundamento
inequívoco, como no podía ser de otro modo, en la misma
Constitución y, precisamente, en el arto 25.1 que impide.
entre otras determinaciones, que nadie pueda sufrir con­
dena penal o sancion administrativa en aplicación de
normas legales cuya inconstitucionalidad se haya pro­
clamado por este Tribunal Constitucional. Como ya
hemos avanzado en el fundamento jurídico 3.° de esta
Sentencia, es del todo evidente que el principio de alcan­
ce general así implícito en el citado arto 25.1 C.E. no
agota su concreción en lo dispuesto tm el arto 40.1 LOTC.
tan sólo aplicable, como hemos reiterado. a los procesos
de declaración de inconstitucionalidad. Aquel principio
general, en efecto, ha de proyectarse, con su alcance
propio, para medir los efectos de cualesquiera procesos
constitucionales lo que presupone la existencia de cau­
ces de revisión penal para lograr eliminar, en atención
a lo querido por elart. 25.1 C.E., todo efecto de la Sen­
tencia de condena dictada, en su día, conforme a una
interpretación de la ley penal que ha sido desautorizada,
por inconstitucional. en Sentencia dictada en recurso
de amparo. En nuestro ordenamiento puede entenderse
que uno de estos cauces procesales es el previsto en
el motivo cuarto del arto 954 l.E.Crim.

Planteada la cuestión desde la perspectiva del
arto 24.1 C.E. que vertebra el presente recurso de ampa­
ro, la cuestión a dilucidar sigue siendo la de determinar
si existiendo ya el recurso previsto en el arto 954l.E.Crim.
resulta constitucionalmente aceptable desde la perspec­
tiva del ilrt. 24.1 C.E. no considerar como ..hecho nuevo
que evidencia la inocencia del condenado.. la existencia
de una Sentencia de este Tribunal que proclama que no
puede considerarse acción delictiva ex arto 321.1 C.P. el
ejercicio no colegiado de profesiones que no requieren
título académico oficial.

La respuesta debe ser necesariamente negativa. Cier­
tamente, el recurso de revisión está concebido origina­
riamente para remediar errores sobre los presupuestos
fácticos de la infracción. Pero, una Sentencia es también
un ..hecho.., es decir, algo que acaece en el tiempo y
en el espacio. Y como alega el Ministerio Fiscal. una
interpretación del arto 954.4 l.E.Crim. como la dada en
el Auto objeto de este recurso de amparo vulnera el
principio de interpretación pro actione tal como lo hemos
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definido en el fundamento jurídico 2.° de esta Sentencia.
ya que se trata de una decisión de inadmisión que por
su rigorismo y por su formalismo excesivo revela una
clara desproporción entre los fines que las causas de inad­
misión preservan -especialmente la seguridad jurídica que
deriva de la intangibilidad de las Sentencias firmes- y
los intereses que sacrifican. que en este caso es. ni más
ni menos. que un derecho fundamental como el derecho
a la legalidad penal proclamado en el art. 25 CE No
cabe duda que la declaración contenida en la ratio decí­
dendide la STC 111/1993 en el sentido deque el ejercicio
de actos propios de una profesión que no requiere título
académico oficial no podía considerarse incluida en el tipo
del arto 321.1 C.P.• evidencia <da equivocación del fallo»
que condenó a la aquí recurrente. vulnerando su derecho
a la legalidad penal ex arto 25.1 C.E. por lo que parece
evidente que. como dice la STC 124/1984. frente a esta
declaración no puede prevalecer «el efecto preclusivo de
la Sentencia condenatoria». Para evitar este resultado con­
trario a la Constitución debe entenderse que. con la incor­
poración del recurso de amparo a nuestro ordenamiento.
la expresión «hechos nuevos (...) que evidencien la ino­
cencia del condenado» del arto 854.4 L.ECrim.. debe inter­
pretarse de modo que en él se incluyan las' declaraciones.
como la aquí analizada. que sirven de ratio decidendi y
que de modo claro y terminante rechazan por vulneradoras
del arto 25.1 C.E determinadas interpretaciones de los
preceptos sancionadores. evitando así ínterpretaciones en
exceso rigurosas o formalistas de este motivo de revisión.

6. De cuanto antecede se deduce que la decisión
de inadmisión del recurso de revisión debe calificarse
de desproporcionada y. por ello. lesiva del derecho a
la tutela judicial efectiva de la recurrente en amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y. en su virtud:

1.0 Declarar que el Auto de la Sala Segunda del
Tribunal Supremo. de 12 de julio de 1994. por el que
se inadmite el recurso de revisión interpuesto por la
recurrente en amparo. vulneró su derecho a la tutela
judicial efectiva (art, 24.1 C.E) en relación con el derecho
a la legalidad penal (art. 25.1 CE).

2.0 Declarar la nulidad del Auto mencionado y. en
consecuencia. retrotraer las actuaciones para que el Tri­
bunal Supremo pueda dictar Sentencia sobre el fondo
del recurso de revisión interpuesto por la demandante
de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintinueve de septiembre de mil
novecientos noventa y siete.-José Gabaldón
López.-Fernando García-Mon y González-Regueral.­
Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego González
Campos.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Tomás S. Vives
Antón.-Firmados y rubricados.

22964 Sala Segunda. Sentencia 151/1997. de 29
de septiembre de 1997. Recurso de ampa­
ro 3.983/1994. Contra Sentencia de la Sala
Quinta del Tribunal Supremo que desestimó
recurso contencioso-disciplinario militar inter­
puesto contra Orden ministerial por la que se
separó del servicio al entonces Capitán de
Artillería y hoy recurrente en amparo. Vulne­
ración del principio de legalidad penal y del
derecho a la intimidad personal y familiar: apli­
cación restrictiva. no fundamentada debida­
mente. de derechos fundamentales.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional com-'
puesta por don José Gabaldón López. Presidente; don
Fernando García-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos. don Caries Viver Pi-Sunyer y don Tomás S. Vives
Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.983/94. interpuesto
por don Adolfo Pedro Cristóbal Díaz. representado por
el Procurador de los Tribunales don Javier Iglesias Gómez
y asistido por el Letrado don Julio Alberto Pastor García.
contra la Sentencia de la Sala Quinta del Tribunal Supre­
mo. dictada el 31 de octubre de 1994. que desestimaba
el recurso contencioso-disciplinario militar interpuesto
contra la Orden ministerial, de 13 de noviembre de 1979.
por la que se separó del servicio al entonces Capitán
de Artillería y hoy recurrente en amparo. Han intervenido
el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Caries Viver Pi-Sunyer. quien
expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en el Juzgado de Guardia
el día 5 de diciembre de 1994. con entrada efectiva
en el Registro de este Tribunal el día 13 siguiente. don
Javier Iglesias GÓmez. Procurador de los Tribunales y
de don Adolfo Pedro Cristóbal Díaz. interpone recurso
de ¡¡mparo contra la Sentencia de la Sala Quinta del
Tribunal Supremo. de fecha 31 de octubre de 1994.
en el recurso contencioso-disciplinario militar
núm. 2/59/93. por la que se desestimaba su pretensión
de que se declarase la nulidad de la Orden del Ministerio
de Defensa. de 13 de noviembre de 1979. en virtud
de la cual se declaraba la separación del servicio del
hoy recurrente en amparo. pasando a la situación de
retirado.

2. El recurso de amparo se fundamenta en los
siguientes hechos:

a) EI21 de septiembre de 1979 el Tribunal de Honor
constituido al efecto en la Sala de Juntas del Regimiento
de Artillería de Campaña núm. 25. con sede en Vitoria.
para enjuiciar al Capitán de Artillería de la Escala Activa.
Grupo de Mando de Armas. don Adolfo Pedro Cristóbal
Díaz. por la imputación de consentimiento de adulterio
de su mujer con un Teniente de Infantería. y de robo
de 55.000 pesetas del Hogar del Soldado del Regímíen­
too acordó proponer la separación del servicio del actor
por entender que los hechos debían calificarse como
deshonrosos.

b) En virtud de dicho fallo. por Orden del Ministerio
de Defensa de 13 de noviembre de 1979. el actor queda
separado del servicio. pasando a la situación de retirado.


